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El presente trabajo está orientado en realizar un resumen del Expediente 
Constitucional N° 358-2009, mediante el cual, se tramitó la demanda de Proceso de 
Amparo Constitucional, interpuesto por Jorge Ezequiel Rodríguez, ante el segundo 
Juzgado Civil del Callao, contra de la Municipalidad Provincial del Callao, alegando 
que sus derechos a la defensa y al debido proceso, se les habían violado, al 
haberse iniciado y concluido un procedimiento coactivo, sin su conocimiento y 
siendo sorprendido con la notificación de la Resolución N° 3 de fecha 18 de 
diciembre del  2008 del Expediente N° 04270-2006 PP, emitida por la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad del Callao, con el cual, se le concedía un 
plazo de 48 horas para que cumpla con demoler el cerco perimétrico de su vivienda, 
por haber sido construido en áreas de propiedad del Estado, sin embargo, no se le 
notificó sobre el inicio del referido procedimiento coactivo ni de las resoluciones 
emitidas durante su desarrollo y término, lo que se, analizará con la finalidad de 
constatar si se efectuó un debido proceso o si hubo deficiencias o contradicciones 
entre las instancias. 
 
 
Al respecto, efectuado el análisis analítico del expediente en estudio, se verificó que 
durante su trámite, que se inició el 29 de enero del año 2009, con la interposición la 
demanda por don Jorge Ezequiel Rodríguez, ante el segundo Juzgado Civil del 
Callao, contra la Municipalidad Provincial del Callao, sentencia de primera instancia 
que declaró fundada la demanda, resolución que fue apelada por la parte 
demandante, la que fue concedida y resuelta por la Primera Sala Especializada de la 
Corte Superior de Justicia del Callao, la que revocó el fallo y reformulándola 
declararon improcedente la demanda, decisiones que tomaron los Magistrados al 
considerar que la controversia planteada debió ser dilucidada a través de un proceso 
de revisión judicial, y no en proceso de amparo; el demandante al no estar de 
acuerdo con la sentencia, interpuso recurso de agravio constitucional, la que fue 
resuelta por el Tribunal Constitucional, confirmando la sentencia de segunda 
instancia, dejando a saldo el derecho del demandante para que haga valer sus 
derechos con arreglo a ley; proceso constitucional que se tramitó en forma regular y 
habiéndose deducido la correcta vía procesal que debió seguir la presente 
controversia, con algunas deficiencias y contradicciones entre las instancias, 















The present work is oriented to make a summary of the Constitutional File N ° 358-
2009, through which the claim for the Constitutional Amparo Process, filed by Jorge 
Ezequiel Rodríguez, before the second Civil Court of Callao, against the Municipality, 
was processed. Provincial of Callao, alleging that their rights to defense and due 
process, had been violated, having initiated and concluded a coercive proceeding, 
without their knowledge and being surprised with the notification of Resolution No. 3 
of December 18 of 2008 of File N ° 04270-2006 PP, issued by the Management of 
Coercive Execution of the Municipality of Callao, with which, he was granted a period 
of 48 hours to comply with the demolition of the perimeter fence of his home, for 
having been built in areas owned by the State, however, it was not notified about the 
initiation of the aforementioned coercive proceeding or the resolutions issued during 
its development and term, what will be analyzed in order to verify if a due process 
was made or if there were deficiencies or contradictions between the instances. 
 
 
In this regard, after the analytical analysis of the file under study, it was verified that 
during its process, which began on January 29, 2009, with the filing of the suit by Mr. 
Jorge Ezequiel Rodríguez, before the second Civil Court of Callao, against the 
Provincial Municipality of Callao, judgment of first instance that declared the claim 
well-founded, resolution that was appealed by the plaintiff, which was granted and 
resolved by the First Specialized Chamber of the Superior Court of Justice of Callao, 
which revoked the judgment and reformulating it, they declared the claim 
inadmissible, decisions that the magistrates took when considering that the 
controversy had to be resolved through a process of judicial review, and not in 
process of amparo; the plaintiff not agreeing with the sentence, filed an appeal for 
constitutional tort, which was resolved by the Constitutional Court, confirming the 
judgment of second instance, leaving the balance of the claimant's right to assert 
their rights under the law ; constitutional process that was processed on a regular 
basis and having deduced the correct procedural way that this controversy should 
have followed, with some deficiencies and contradictions between the instances, as 
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El presente trabajo tiene por objetivo el realizar un resumen del Expediente 
Constitucional N° 358-2009, tramitado en el Segundo Juzgado Civil del Callao, en la 
vía de proceso de amparo interpuesto por Jorge Ezequiel Rodríguez Paredes, contra 
La Municipalidad Provincial del Callao, a fin de verificar si se realizó un debido 
proceso o si hubo deficiencias, errores, omisiones o contradicciones entre las 
instancias. 
 
La Acción de Amparo, es un proceso constitucional de la libertad de origen 
mexicano, que está reconocido por la Constitución Política del Perú de 1993, como 
Garantía Constitucional, el mismo que tiene por objeto la protección de los derechos 
constitucionales, frente a la vulneración o amenaza de éstos por cualquier autoridad, 
funcionario o particular, con excepción de aquellos derechos que son protegidos por 
el habeas corpus (libertad individual y derechos conexos) y el habeas data (derecho 
de acceso a la información pública y derecho a la autodeterminación informativa). 
 
El Proceso Constitucional de Amparo tiene como finalidad esencial la protección  
efectiva de los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a 
la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional o disponiendo el 
cumplimiento de un mandato legal o de un acto administrativo. 
 
La acción de amparo, se encuentra regulada en el inciso 2 del artículo 200 de la 
Constitución Política del Perú, que establece, que: “procede contra el hecho u 
omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o 
amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución, con excepción de los 
señalados en el inciso siguiente. No procede contra normas legales ni contra 
Resoluciones Judiciales emanadas de procedimiento regular". Asimismo se 
encuentra protegido por el artículo 37 del Código Procesal Constitucional, Ley N° 
28237, publicado el 31 de mayo del año 2004. 
 
El Código Procesal Constitucional, Ley N° 28237, regula los Procesos 
Constitucionales previstos en los artículos 200 y 202, inciso 3 de la Constitución 
Política del Perú. Se pueden distinguir 7 procesos constitucionales: 1. Proceso de 
Hábeas Corpus, 2. Proceso de Amparo, 3. Proceso de Hábeas Data, 4. Proceso de 
Cumplimiento, 5. Proceso de Inconstitucional, 6. Proceso Competencial y 7. Proceso 
de Acción Popular.    
 
Finalmente se consideran algunas jurisprudencias de los últimos diez años que 
guardan relación con el presente expediente en investigación, la doctrina actual 
sobre la materia controvertida, la síntesis analítica del trámite procesal, la opinión 
analítica del tratamiento del asunto submateria y la elaboración de referencias que 
se usó para la formulación del presente resumen.  
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I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA  
 
El 29 de enero del año 2009, Jorge Ezequiel Rodríguez Paredes, interpuso 
demanda de Amparo, contra la Municipalidad Provincial del Callao. 
 
1. Petitorio  
 
El demandante peticiona que se restituya sus derechos al debido proceso y al 
derecho de defensa, en base a los siguientes fundamentos: 
 
2. Fundamentos de hecho 
 
Con fecha 22 de diciembre del 2008, al demandante le notificaron mediante 
cedula enviada por la Gerencia de Ejecución Coactiva de la citada comuna 
Chalaca, que contenía la Resolución N° 3 de fecha 18 de diciembre del  2008 
del Expediente N° 04270-2006 PP, en la cual le concedían un plazo de 48 
horas para que cumpla con demoler el cerco perimétrico, situación que lo 
sorprendió debido a que no le habían notificado del inicio del procedimiento 
coactivo, asimismo señala que la resolución que ordena al obligado que en el 
plazo de 7 días cumpla con demoler, señala que no le ha sido notificada a su 
domicilio y no le han notificado de la resoluciones anteriores a esta, y la que 
hace mención a la demolición se trata de la Resolución N° 3, generando que 
no pueda ejercer su derecho de defensa. 
 
Que la Resolución N° 3, señala que a pesar del tiempo transcurrido el 
obligado no acredita haber cumplido con lo ordenado por una Resolución de 
Alcaldía que se encuentra prescrita. 
 
El 30 de diciembre del 2008, presentó a la ejecutora coactiva de la Gerencia 
General de Administración Tributaria y Rentas de Municipalidad Provincial del 
Callao, un escrito solicitando la suspensión del procedimiento de ejecución 
forzosa de demolición, ante lo cual la Gerencia a través de la Resolución N° 4, 
resuelve señalando que no ha lugar lo solicitado y se deja a salvo el derecho 
del solicitante a formular su pedido ante autoridad judicial.  
 
El 18 de agosto del 20007 solicito a la Municipalidad Provincial del Callao una 
verificación técnica a su predio, debido a que la municipalidad por esas fechas 
estaba dando una amnistía y declaró pagando la respectiva tasa para la 
inspección ocular solicitada, donde personal técnico de la municipalidad 
inspeccionó su predio. 
  
Que, la Declaración Jurada de Autovalúo, la Municipalidad Provincial del 
Callao le viene cobrando el monto respectivo de lo declarado en su 
oportunidad en el año 2007, lo cual lo acredita con la Declaración Jurada de 
Autovalúo (2008). 
 
Que, la Gerencia General de Administración Tributaria y Rentas teniendo 
conocimiento de la existencia de un expediente en ejecución, no se 
pronuncian y a la fecha le vienen cobrando de acuerdo a lo declarado en su 
autovalúo.   
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Que la Municipalidad Provincial del Callao ha iniciado un proceso de 
ejecución coactiva de demolición sin criterio de igualdad. 
 
3. Fundamentos de derecho 
 
El demandante ampara su demanda en los artículos 139° numerales 4 y 14 y 
200° numeral 2, de la Constitución Política del Perú. 
 
Asimismo en los artículos 1°, 2° y 37° numerales 1,16 y 25 del Código 
Procesal Constitucional. 
 
4. Medios probatorios 
 
- Resolución Nº 3 de fecha 18 de diciembre del 2008 de la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao, del 
Expediente N° 04270-2006-PP. 
 
- Copia del escrito de solicitud de suspensión del procedimiento de ejecución 
forzosa de demolición. 
 
- Resolución Nº 4 de fecha 5 de enero del 2009 de la Gerencia de Ejecución 
Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao, del Expediente N° 
04270-2006-PP. 
 
- Copia legalizada de la declaración jurada de Autovalúo - Impuesto predial 
PU (Predio Urbano) 2008 de la Municipalidad Provincial del Callao. 
 
- Copia legalizada de Autovalúo - Impuesto predial PU (Predio Urbano) 2008 
de la Municipalidad Provincial del Callao. 
 
- Copia legalizada de la solicitud de verificación técnica que solicito a la 
Municipalidad del Callao. 
 
- Copia legalizada del comprobante de pago de la inspección ocular. 
 
- Copia legalizada de la constancia de la inspección ocular. 
 
- Copia legalizada de la ficha de información predial del año 2007. 
 
- Fotos del enrejado de su predio y de otros enrejados en su zona. 
 
 
II. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
 
El 24 de febrero de 2009, la Comuna del Callao, debidamente representada, 
interpuso sus medios de defensa, y procede a contestar la demanda en base a los 
siguientes fundamentos: 
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1. De la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa 
 
a. Fundamentos de hecho 
 
Que, la emisión de la resolución que declara no ha lugar la suspensión de la 
ejecución forzosa de demolición el demandante tenía el derecho de 
impugnar la misma ante el Superior Jerárquico. 
 
b. Fundamentos de derecho 
 
- Código Procesal Constitucional: Artículo 42°. 
- Código Procesal Constitucional: Artículo VII. 
- Código Procesal Civil: Artículo 446° inciso 5.  
 
c. Medios Probatorios 
 
- El contenido de la demanda incoada. 
- La Resolución Nº 3 de fecha 18 de diciembre del 2008 de la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao, del 
Expediente N° 04270-2006-PP. 
- Copia del escrito de solicitud de suspensión del procedimiento de 
ejecución forzosa de demolición. 
- La Resolución Nº 4 de fecha 5 de enero del 2009 de la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao, del 
Expediente N° 04270-2006-PP. 
 
2. De la contestación de la demanda 
 
a. Fundamentos de hecho 
 
- Que, el demandante señala que se le ha violado su derecho de defensa y 
al debido proceso, por parte de la Municipalidad Provincial del Callao, al 
no haberse cumplido con notificarle en el proceso coactivo por haber 
construido sin licencia unas rejas en la vía pública. 
- Que, resulta contradictorio lo estipulado por el demandante, al manifestar 
que el 22 de diciembre  de 2008 le notificaron mediante cédula de 
notificación la Resolución N° 3, resolución a la que pudo interponer 
recurso impugnatorio de apelación, sin embargo demandante presentó 
una solicitud de suspensión de ejecución, la cual fue declarada no ha 
lugar y que igual cumplieron con notificar, siendo de igual forma esa 
resolución impugnable. 
- Que, el demandante pretende alcanzar un fallo favorable en la vía de 
amparo cuando existen otras vías igualmente satisfactorias. 
- Que, todas las resoluciones le han sido notificadas al demandante 
- Que, el demandante, solo busca dilatar la ejecución de la demolición del 
cerco perimétrico construido en forma ilegal. 
 
b. Fundamentos de derecho 
 
Código Procesal Constitucional: Artículo 42° y ss. 
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c. Medios probatorios 
 
- El contenido de la demanda incoada. 
- La Resolución Nº 3 de fecha 18 de diciembre del 2008 de la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao, del 
Expediente N° 04270-2006-PP. 
- Copia del escrito de solicitud de suspensión del procedimiento de 
ejecución forzosa de demolición. 
- La Resolución Nº 4 de fecha 5 de enero del 2009 de la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao, del 
Expediente N° 04270-2006-PP. 




III. INSERTO FOTOCOPIAS DE LAS PRINCIPALES ACTUACIONES JUDICIALES 
Y MEDIOS PROBATORIOS 
 
 
1. Fotocopia de la Demanda  
2. Fotocopia del Auto Admisorio de la Demanda 
3. Fotocopia de la Contestación de la Demanda 
4. Fotocopia de la Resolución que Admite la Contestación de la Demanda y por 
Deducida la Excepción 
5.  Fotocopia del Escrito Solicitando la Suspensión del Procedimiento de 
Ejecución Forzada de Demolición, entre otros Medios Probatorios  
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6. FOTOCOPIA DE LA DEMANDA  
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1. FOTOCOPIA DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA 
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2. FOTOCOPIA DE LA EXCEPCIÓN DEDUCIDA Y CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA 
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3. FOTOCOPIA DE LA RESOLUCIÓN ADMITE LA CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA Y POR DEDUCIDA LA EXCEPCIÓN.  
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4. FOTOCOPIA DEL ESCRITO SOLICITANDO LA SUSPENSIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN FORZADA DE DEMOLICIÓN. 
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IV. SÍNTESIS DE LA AUDIENCIA ÚNICA 
 
El expediente en estudio al tratarse de una materia constitucional, carece de 
audiencia única, por lo tanto, se omite este punto del esquema del trabajo.    
 
V. SÍNTESIS DE LA SENTENCIA DEL 2DO. JUZGADO CIVIL DEL CALLAO 
 
El 2° Juzgado Civil del Callao, a través de la Resolución N° 10 con fecha 13 de 
abril de 2011, declaró fundada la demanda de amparo interpuesta por Jorge 
Ezequiel Rodríguez Paredes, por haberse violado el derecho de defensa del 
demandante acceso a un debido proceso; asimismo ordeno a la Municipalidad 
Provincial del Callado que proceda a notificar el inicio del proceso coactivo al 
demandante, señalando como principales fundamentos, lo siguiente: 
 
1. Que, la resolución que indica al demandante demoler el cerco perimétrico, no 
le fue notificada a su domicilio, por ende, no se le ha notificado el inicio del 
procedimiento coactivo y no se le notificaron las resoluciones que lo 
anteceden, situación que originó que no pueda contestar ni ejercer su 
derecho de defensa en su oportunidad. 
 
2. Que, en consecuencia, al haber existido entre la partes un proceso coactivo 
en la cual se le exige al demandante la destrucción del cerco perimétrico que 
rodea su propiedad y en la cual la demandada acepta implícitamente que no 
notifico al demandante, siendo esta omisión de participar del inicio del 
proceso coactivo ha constituido una vulneración de los derechos alegados por 
el demandante. 
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FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL 2DO. JUZGADO CIVIL DEL CALLAO 
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FOTOCOPIA DEL RECURSO DE APELACIÓN 
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                                                                              40 
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                                                                              43 
FOTOCOPIA DE LA RESOLUCIÓN QUE CONCEDE ADMITIR AL PROCESO EL 
RECURSO DE APELACIÓN CON EFECTO SUSPENSIVO. 
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VI. SÍNTESIS DE LA SENTENCIA DE LA SALA ESPECIALIZADA DE LA CORTE 
SUPERIOR DE JUSTICIA DEL CALLAO. 
 
 
Con fecha 13 de setiembre del año 2011, la Primera Sala Civil de la Corte 
Superior del Callao, a través de Resolución N° 15 revocó la sentencia contenida 
en la resolución N° 10 emitida por el 2° Juzgado Civil del Callao, el cual declaró 
fundada la demanda de amparo interpuesta por Jorge Ezequiel Rodríguez 
Paredes y reformándola la declaran improcedente, señalando como principales 
fundamentos, lo siguiente: 
 
 
1. Que, debe tenerse presente que resulta necesario dejar establecido que a 
través del recurso de apelación, se cuestiona la resolución apelada contenida 
en la sentencia en la resolución N°10, la cual, declara fundada la demanda del 
amparo, teniendo en cuenta lo dispuesto por una sentencia del Tribunal 
Constitucional, la cual, no resulta pertinente para la controversia. 
 
 
2. Que, la controversia planteada debe ser dilucidada a través de proceso de 
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FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA SALA ESPECIALIZADA DE LA CORTE 
SUPERIOR DE JUSTICIA DEL CALLAO 
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VII. SÍNTESIS DEL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL 
 
 
Por tratarse de un expediente que versa en materia constitucional, no hay recurso 
de casación, siendo su homólogo el Recurso de Agravio Constitucional. 
 
Con fecha 1 de diciembre de 2011, Jorge Ezequiel Rodríguez Paredes, interpone 
Recurso de Agravio Constitucional contra la Resolución N° 15 emitida por la 1° 
Sala Superior el Callao de fecha 13 de setiembre de 2011, señalando como 
principales fundamentos, lo siguiente: 
 
1. Que, de acuerdo a la naturaleza del proceso constitucional de amparo, se ha 
violado los derechos constitucionales del demandante, por parte de la 
Municipalidad. 
 
2. Que, la sentencia expedida por la 1° Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
del Callao le causa agravio en el sentido de que la Sala no se pronunció sobre 
el fondo del asunto que es la vulneración de los derechos constitucionales 
alegados por el demandante. 
 
3. Que, la Sala no ha tomado en cuenta los fines de los procesos 
constitucionales. 
 
4. Que, la sentencia emitida por el a quo, no son tomados en cuenta por la Sala al 
momento de emitir su sentencia de vista. 
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FOTOCOPIA DEL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL 
 
                                                                              55 
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FOTOCOPIA DE LA RESOLUCIÓN QUE CONCEDE EL RECURSO DE AGRAVIO 
CONSTITUCIONAL. 
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FOTOCOPIA DEL FALLO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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VIII. JURISPRUDENCIA DE LOS ÚLTIMOS DIEZ AÑOS 
 
1. Derecho de defensa 
 
“Este Colegiado en reiterada jurisprudencia ha señalado que el derecho a la 
defensa comporta en estricto el derecho a no quedar en estado de indefensión 
en ningún estado del proceso. Este derecho tiene una doble dimensión: una 
material, referida al derecho del imputado o demandado de ejercer su propia 
defensa desde el mismo instante en que toma conocimiento de que se le 
atribuye la comisión de determinado hecho delictivo; y otra formal, que supone 
el derecho a una defensa técnica; esto es, al asesoramiento y patrocinio de un 
abogado defensor durante todo el tiempo que dure el proceso” 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 16 de enero de 
enero de 2013 recaída en el Expediente N° 01147-2012-PA/TC. 
 
2. Derecho al debido proceso 
 
“Como ha tenido oportunidad de establecer este Tribunal en más de una 
oportunidad, el derecho al debido proceso previsto por el artículo 139.3º de la 
Constitución Política del Perú, aplicable no sólo a nivel judicial sino también en 
sede administrativa e incluso entre particulares, supone el  cumplimiento de  
todas  las garantías, requisitos y normas de orden público que deben 
observarse en las instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos 
los administrativos y conflictos entre privados, a fin de que las personas estén 
en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto 
que pueda afectarlos”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 16 de enero de 
enero de 2012 recaída en el Expediente N° 03891-2011-PA/TC 
 
3. Resolución judicial firme: Agotamiento de recursos impugnatorios 
 
“… el Tribunal Constitucional tiene dicho que una resolución adquiere el 
carácter de firme cuando se ha agotado todos los recursos que prevé la ley 
para impugnarla dentro del proceso ordinario [o constitucional], siempre que 
dichos recursos tengan la posibilidad real de revertir los efectos de la 
resolución impugnada”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 15 de diciembre de 
2010 recaída en el Expediente N° 03592-2010-PA/TC. 
 
4. Derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales 
  
“Este Supremo Colegido precisando el contenido del derecho constitucional a 
la debida motivación de las resoluciones judiciales, ha establecido que 
éste “(…) obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las 
partes de manera congruente con los términos en que vengan planteadas, sin 
cometer, por lo tanto, desviaciones que supongan modificación o alteración del 
debate procesal (incongruencia activa). (…) El incumplimiento total de dicha 
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obligación, es decir, el dejar incontestadas las pretensiones, o el desviar la 
decisión del marco del debate judicial generando indefensión, constituye 
vulneración del derecho a la tutela judicial y también del derecho a la 
motivación de la sentencia (incongruencia omisiva) (STC Nº 04295-2007-
PHC/TC, fundamento 5 e). 
  
El  derecho a la debida motivación de las resoluciones importa pues que los 
órganos judiciales expresen las razones o justificaciones objetivas que la llevan 
a tomar una determinada decisión. Esas razones, por lo demás, pueden y 
deben provenir no sólo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, 
sino de los propios hechos debidamente acreditados en el trámite del proceso. 
 
A mayor abundamiento, este Tribunal, en distintos pronunciamientos, ha 
establecido que el derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales 
es una garantía del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que 
las resoluciones judiciales no se encuentren justificadas en el mero capricho de 
los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el ordenamiento 
jurídico o los que se deriven del caso”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 18 de marzo de 
2014 recaída en el Expediente N° 03433-2013-PA/TC 
 
5. El proceso de amparo como mecanismo para cuestionar resoluciones 
judiciales arbitrarias 
 
“Este Tribunal, en constante y reiterada jurisprudencia, ha destacado que el 
amparo contra resoluciones judiciales se encuentra circunscrito a cuestionar 
decisiones judiciales que vulneren de forma directa los derechos 
constitucionales de las personas. Y es que, a juicio de este Colegiado, la 
irregularidad de una resolución judicial que revista relevancia constitucional se 
produce cada vez que ésta se expida violando de cualquier derecho 
fundamental y no sólo los derechos contemplados en el artículo 4° del Código 
Procesal Constitucional”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 23 de junio de 2014 
recaída en el Expediente N° 03238 2013-PA/TC 
 
6. El agotamiento de la vía administrativa 
 
“Aunque las instancias judiciales precedentes han declarado la improcedencia 
de la demanda por considerar que no se ha agotado la vía administrativa, 
estimamos que se ha obvia o pronunciarse sobre si estaba exceptuado de 
agotarla o no, máxime si se tiene en consideración que, precisamente, el 
accionante aduce no haber participado en la fiscalización. Tampoco puede 
soslayarse que, en la vía administrativa, el propio Tribunal iscal ha determinado 
una serie de irregularidades que, según el accionante, no fueron subsanadas y 
terminaron conculcando sus derechos fundamentales. Por ello, no debió 
estimarse la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa”. 
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Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 28 de abril de 2014 
recaída en el Expediente N° 03700-2013-PA/TC 
 
7. La vía idónea del amparo 
 
“Que el Tribunal Constitucional ha determinado qué significa que el amparo sea 
considerado como proceso subsidiario y excepcional. El proceso de amparo 
sólo atiende requerimientos de urgencia (STC 4196-2004-AA/TC) y cuando las 
vías ordinarias no sean idóneas, satisfactorias o eficaces para la cautela del 
derecho (STC 2006-2005-PA/TC). En consecuencia, si el demandante dispone 
de un proceso cuya finalidad también es la protección del derecho 
constitucional presuntamente lesionado, siendo igualmente idóneo para tal fin, 
entonces debe acudir a dicho proceso”. 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 20 de enero de 2012 
recaída en el Expediente N° 04650-2011-PA/TC 
 
8. Improcedencia de la demanda de recurso de amparo 
 
“Debe tenerse presente que sólo cabe acudir al rechazo liminar de la demanda 
de amparo cuando no exista margen de duda respecto de su improcedencia. 
Dicho con otras palabras, cuando de una manera manifiesta se configure una 
causal de improcedencia específicamente prevista en el Código Procesal 
Constitucional”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 6 de agosto de 2014 
recaída en el Expediente N° 00987-2014-PA/TC 
 
9. Vía ordinaria igualmente satisfactoria a la vía del proceso constitucional 
de amparo 
 
“Vía ordinaria será "igualmente satisfactoria" si la estructura del proceso es 
idónea para la tutela del derecho; Que la resolución que se fuera a emitir podría 
brindar tutela adecuada; Que no existe riesgo de que se produzca la 
irreparabilidad; y Que no existe necesidad de una tutela urgente derivada de la 
relevancia del derecho o de la gravedad de las consecuencias”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 12 de mayo de 2015 
recaída en el Expediente N° 02383-2013-PA/TC. 
 
10. El principio de congruencia en sede administrativa 
 
“El principio de congruencia es aquel que mediante el cual debe resolver en 
función de lo pedido o solicitado. Es decir, el órgano judicial o administrativo no 
puede apartarse de dicho criterio. Sin embargo, este criterio no debe ser rígido, 
por el contrario debe ser flexible en temas administrativos”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 18 de marzo de 
2014 recaída en el Expediente. N.° 04293-2012-PA/TC 
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11. Pluralidad de Instancias 
 
“Igualmente, ha declarado que el derecho a la pluralidad de instancias es un 
derecho de configuración legal, es decir, un derecho cuyo ámbito de protección 
así como los requisitos, condiciones y límites a su ejercicio corresponden 
determinar al legislador. En la STC 4235-2010-HC/TC, se expresó "Que el 
derecho a los medios impugnatorios sea un derecho fundamental de 
configuración legal, implica que corresponde al legislador crearlos, establecer 
los requisitos que se debe cumplir para que estos sean admitidos, además de 
prefigurar el procedimiento que se deba seguir”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 25 de agosto de 
2015 recaída en el Expediente N° 01665-2014-PHC/TC 
 
12. Procedencia del recurso de amparo 
 
“Respecto del control constitucional de las resoluciones judiciales, la 
jurisprudencia de este Tribunal ha sido uniforme al considerar que el proceso 
de amparo es una vía excepcional que solo ha de proceder en situaciones de 
arbitrariedad manifiesta y cuando los recursos al interior del proceso hayan 
resultado ineficaces. Así también el artículo 4º del Código Procesal 
Constitucional, recogiendo dicha jurisprudencia estableció que el amparo 
contra resoluciones judiciales solo procedía respecto “de  resoluciones 
judiciales firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, 
que comprende el acceso a la justicia y el debido proceso. Es improcedente 
cuando el agraviado dejó consentir la resolución que dice afectarlo”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, del 25 de setiembre de 
2013 recaída en el Expediente N° 01064-2013-PA/TC 
 
13. Recurso de Apelación 
 
“En ese sentido, nuestro ordenamiento legal regula, entre otros medios 
impugnatorios, el recurso de apelación que “no constituye una renovación del 
proceso o reiteración de su trámite o un novum iudicium, sino que representa 
su revisión...” (...)”... la apelación supone el examen de los resultados de la 
instancia y no un juicio nuevo”... ( ...) “...no se repiten los trámites del proceso 
principal, sino que se llevan a cabo otros notoriamente diferenciados y dirigidos 
a verificar la conformidad de los resultados de la instancia primigenia con lo 
previsto en el ordenamiento jurídico y lo actuado y probado en el proceso. De 
esta manera el superior jerárquico examina la decisión judicial que se pone a 
su consideración haciendo uso de los elementos incorporados al proceso en su 
instancia originaria (y en determinados casos especiales, de aquellos 
introducidos en la segunda instancia), pero no revisando está en su integridad, 
sino en lo estrictamente necesario”. Es que “mediante el recurso ordinario de 
apelación se somete a un nuevo examen por un Tribunal Superior el asunto 
decidido ya en primera instancia, cuando el recurrente estima que la resolución 
en ella dictada le reporta un perjuicio (gravamen), por no haber estimado en 
absoluto o en parte las peticiones que en tal instancia hubiese formulado”. 
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Resolución emitida por la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia de la República., del 10 de agosto de 2010 recaída en la Casación 
N° 4915-2008-Lima 
 
14. Competencias del fuero Constitucional 
 
“(…) Sólo en los casos en que las vías ordinarias no sean idóneas, 
satisfactorias o eficaces para la cautela de un derecho, por la necesidad de 
protección urgente, o en situaciones especiales que han de ser analizadas 
especialmente por los jueces, será posible acudir a la vía extraordinaria del 
amparo, correspondiendo al demandante la carga de la prueba para demostrar 
que el proceso de amparo es la vía idónea y eficaz para restablecer el ejercicio 
de su derecho constitucional vulnerado, y no el proceso judicial ordinario de 
que se trate”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 02014-2010-PA/TC, 1 de diciembre de 2010. 
 
15. Finalidad de los procesos constitucionales 
 
“Que debe tenerse en cuenta que el ejercicio de la facultad contenida en el 
artículo 11º del referido código debe ser interpretada de conformidad con los 
principios contenidos en el Título Preliminar del mismo, específicamente con el 
artículo II, según el cual “Son fines esenciales de los procesos constitucionales 
garantizar la primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos 
constitucionales”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 00294-2009-PA/TC, 3 de febrero de 2010. 
 
16. Finalidad del amparo 
 
“En tal sentido, este Tribunal tiene establecido en su jurisprudencia que el 
amparo, y con él todos los procesos constitucionales de la libertad, sólo tiene 
por finalidad restablecer el ejercicio de un derecho constitucional, esto es, tiene 
una finalidad eminentemente restitutoria. Lo que significa que, teniendo el 
recurrente la calidad de titular del derecho constitucional, el amparo se dirige 
básicamente a analizar si el acto reclamado es o no lesivo de aquel atributo 
subjetivo reconocido por la Carta Magna”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 03254-2011-PA/TC, 13 de setiembre  de 2011. 
 
17. Naturaleza del amparo 
 
“Que sobre el particular este Colegiado ha precisado que la Ley 23506 y el 
Código Procesal Constitucional ha señalado que el amparo es una garantía 
constitucional la cual debe estar enfocada a tutelar los derechos 
constitucionales de las personas, siempre y cuando no sean de la naturaleza 
del habeas corpus. Por lo que su naturaleza es tuitiva. 
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Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 03000-2013-PA/TC, 23 de junio  de 2014. 
 
18. Certeza e inminencia de la amenaza 
 
En relación a la certeza e inminencia de la amenaza, el Tribunal Constitucional 
ha señalado que los derechos constitucionales pueden ser amenazados, pero 
dicha amenaza debe contar con dos requisitos o características, las cuales 
deben ser: cierta e inminente. La primera significa que es verdadera y la 
segunda significa que es actual. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 07288-2013-PA/TC, del 5 de abril de 2016. 
 
19. El debido proceso aplicable tanto a nivel judicial como sede 
administrativa 
 
“Por otro lado el Tribunal ha entendido que “el derecho al debido proceso 
previsto por el artículo 139.3 de la Constitución Política del Perú, aplicable no 
sólo a nivel judicial sino también en sede administrativa e incluso entre 
particulares, supone el cumplimiento de todas las garantías, requisitos y 
normas de orden público que deben observarse en las instancias procesales de 
todos los procedimientos, incluidos los administrativos y conflictos entre 
privados, a fin de que las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier acto que pueda afectarlos”. 
 
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 01742-2013-PA/TC, del  16 de mayo de 2014. 
 
20. Garantías mínimas del debido proceso 
 
“Sobre este aspecto es necesario volver a destacar que las garantías mínimas 
del debido proceso deben observarse no solo en sede jurisdiccional, sino 
también en la administrativa sancionatoria, corporativa y parlamentaria. (…) 
precisando que “el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 
del mismo precepto se aplica también a [l]os órdenes [civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter: corporativo y parlamentario] y, por ende, en ese tipo de 
materias el individuo tiene también el derecho, en general, al debido proceso 
que se aplica en materia penal”. 
  
Resolución emitida por el Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 00156-2012-PHC/TC, del 8 de agosto de 2012. 
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IX. DOCTRINA ACTUAL SOBRE LA MATERIA CONTROVERTIDA 
 
 
1. Definición del debido proceso 
 
El proceso «es un medio para asegurar en la mayor medida posible, la solución 
justa de una controversia», a lo cual contribuyen «el conjunto de actos de 
diversas características generalmente reunidos bajo el concepto de debido 
proceso legal». En este sentido, dichos actos «sirven para proteger, asegurar o 
hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho» y son «condiciones que 
deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos 
derechos u obligaciones están bajo consideración judicial». En buena cuenta, 
el debido proceso supone «el conjunto de requisitos que deben observarse en 
las instancias procesales».1 
 
2. Relación entre la función jurisdiccional y el debido proceso 
 
… entre el derecho a la tutela jurisdiccional y el derecho a un debido proceso, 
existe la misma relación que se presenta entre la anatomía y la fisiología 
cuando se estudia un órgano vivo, es decir, la diferencia solo reside en la visión 
estática y dinámica de cada disciplina, respectivamente.2 
 
3. El debido proceso como derecho humano 
 
Cuando acontezcan conflictos o controversias e intereses entre las personas, 
resolverlos a través de la razón y con base en una serie de garantías que en la 
mayor medida de lo posible favorezcan a la decisión justa, supondrá para la 
persona un grado de perfeccionamiento o realización en ese intento de que sea 
pleno, el cual bien exigido por la consideración como fin de la persona. Esto es 
lo que le corresponde a la persona, por ser tal, de modo que esto es lo debido 
para con ella. Si es lo debido entonces entregárselo será lo justo, y si es lo 
justo, será Derecho. De esta manera, es posible formular desde la persona 
misma el derecho humano al proceso debido o proceso justo, como una 
exigencia de justicia que brota de la persona misma.3  
 
4. El derecho a la decisión judicial motivada y su desarrollo jurisprudencial 
 
El seguimiento a la jurisprudencia del TC sobre el derecho a la motivación de 
las resoluciones judiciales, desarrollado de la mano con los estándares sobre el 
control constitucional de la actividad judicial, reporta por los menos tres 
momentos bien diferenciados en cuanto a su comprensión por parte del 
                                                             
1 SALMÓN E. y BLANCO, C., El derecho al debido proceso en la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 2012, pág. 24. 
 
2 MONROY GÁLVEZ, J., Teoría general del proceso, Palestra, Lima, 2007, págs. 459-460. 
 
3 CASTILLO CÓRDOVA, L., “El significado iusfundamental del debido proceso”, En: El debido 
proceso. Estudios sobre derechos y garantías procesales, Gaceta Jurídica, Lima, 2010, pág. 12. 
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Tribunal: i) la motivación como explicación; ii) la motivación como justificación 
racional; iii) la motivación como estándar del control constitucional.4 
 
5. El derecho de defensa 
 
El derecho de defensa es esencial en todo ordenamiento jurídico. Mediante él 
se protege una parte medular del debido proceso. Las partes en juicio deben 
estar en la posibilidad jurídica y fáctica de ser debidamente citadas, oídas y 
vencidas mediante prueba evidente y eficiente. El derecho de defensa 
garantiza que ello sea así.5 
 
6. El debido proceso formal 
 
Esta dimensión adjetiva se extiende al debido proceso constitucional según, 
son explica esta misma autora, debido a las limitantes del principio de legalidad 
en el debido proceso, derivadas de su carácter meramente formal, este se 
extendió al llamado debido proceso constitucional, en el cual el proceso, 
además de ser regulado por la ley y reservado a esta, debe también en su 
mismo contenido, garantiza todos aquellos derechos y principios surgidos para 
la protección de las personas, ante el silencio, el error o la arbitrariedad y no 
solo en la aplicación del derecho, si también en la actuación del legislador.6 
 
7. El debido proceso material 
 
El debido proceso en palabras del ETO CRUZ tiene una dimensión sustancia 
que genera un control del proceso y revisa el contenido de las decisiones que 
estas se emiten, incluso se puede ejercer corrección sobre dicho 
pronunciamientos. Además de determinar la razonabilidad y proporcionalidad 
en el marco de la Constitución y las leyes.7 
 
8. Configuración legal de los medios impugnatorios 
 
Para Mesías el derecho a impugnar está regulado en la norma, dicha 
impugnación lo que busca es generar un filtro en la segunda instancia. Todo 
ello vinculado con el derecho al debido proceso, el cual permite el respeto de 
las garantías mínimas de las personas que se encuentran sometidas a un iter 
procesal8 
                                                             
4  GRÁNDEZ CASTRO, P., “El derecho a la motivación de las sentencias y el control constitucional 
de la actividad judicial”, En: El debido proceso. Estudios sobre derechos y garantías procesales, 
Gaceta Jurídica, Lima, 2010, pág. 243. 
 
5 ROSAS ALCÁNTARA, J., El derecho constitucional y procesal constitucional en sus conceptos 
claves. Un enfoque doctrinario y jurisprudencial, Gaceta Jurídica, 2015, pág. 224. 
 
6 ISLAS RODRÍGUEZ, A. y CAMARGO PACHECO, M., “La complejidad del debido proceso como 
derecho fundamental y como garantía procesal”, En: Revista  de Investigación Académica Sin 
Frontera, N° 24, Sonora, julio-diciembre, 2016, pág. 12. 
7 ETO CRUZ, G., Las sentencias básicas del Tribunal Constitucional Peruano, Gaceta Jurídica, Lima, 
2015, pág. 142. 
 
8 MESÍA RAMÍREZ, C. Los recursos procesales constitucionales, Gaceta Jurídica, 2009, pág. 21 
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9. El proceso de amparo en la normativa peruana 
 
En el mismo sentido, la Norma Fundamental de 1993 asume una definición 
técnicamente más amplia para centrar el ámbito de acción del proceso de 
amparo tanto en acciones como omisiones, lo cual en la práctica jurisprudencial 
ha implicado inclusive un tipo de protección preventiva, superando la 
concepción de que solo debía evaluarte el ámbito de determinación de una 
acción agresora y de su legitimidad o ilegitimidad. 
 
De igual forma, la actual norma constitucional señala la improcedencia del 
amparo contra normas legales o contra resoluciones judiciales emanadas de 
procedimiento regular.9 
 
10.  Agotamiento de la vía previa 
 
La necesidad de exigir este requisito también se desprende de la naturaleza 
excepcional del amparo, es evidente que con la constitucionalización del 
ordenamiento, toda materia reviste naturaleza constitucional, y es que no hay 
ámbito jurídico en el que la Constitución no despliegue su fuerza normativa. 
Pero, ello no es razón suficiente para que toda controversia deba ser resuelta a 
través del amparo, y es que de lo que se  trata es de garantizar  que a este 
proceso constitucional lleguen aquellas controversias que por su alto grado de 
complejidad y relevancia constitucional (con lo cual se satisface la jurisdicción 
especializadas) no haya podido ser resuelto adecuada y eficazmente ni por las 
autoridades ni por los particulares.10 
 
 





De acuerdo a la doctrina jurisprudencial, el proceso de amparo es una 
garantía destinada a proteger los derechos consagrados en las Constitución 
Política del Estado, su objeto es reponer las cosas al estado anterior a la 
amenaza o vulneración del derecho constitucional, y su naturaleza es 
restitutiva y no declarativa de derecho. Se precisa que el amparo no es un 
proceso constitucional mediante el cual se pueda declarar un derecho ni 
hacer extensivos los alcances de una norma legal a quienes no están 
expresamente comprendidos en ella. Por otro lado, el recurso de amparo es 
un recurso por el cual una persona acude al juez civil o mixto del lugar donde 
se afectó el derecho o donde tiene su domicilio principal el afectado, a 
elección del demandante, solicitando que se ponga fin al acto u omisión, de 
un privado o un organismo estatal, que pone en peligro o lesiona sus 
                                                             
9 FIGUEROA GUTARRA, E. Las sentencias del Poder Judicial sobre amparo hábeas corpus, hábeas 
data y cumplimiento, Gaceta Jurídica, Lima, 2013, pág. 40.  
 
10 SALINAS CRUZ, S., “Vías previas en el proceso de amparo. Criterios jurisprudenciales sobre su 
configuración y agotamiento”, En: La procedencia en el proceso de amparo, Gaceta Jurídica, Lima, 
2012, págs. 93-94 
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derechos. En el caso sub análisis, el Sr. Jorge Ezequiel Rodríguez Paredes, 
alega que su derecho de defensa y al debido proceso se ha visto 
violentado por una resolución emitida por la Gerencia de Ejecución Coactiva 
de la Comuna del Callao, en el sentido de que no le notificaron de 
resoluciones anteriores, ni se le había notificado del inicio del procedimiento 
coactivo. Es por eso que con fecha 29 de enero del 2009, interpuso 
demanda en vía de acción de amparo solicitando el cese de la vulneración 
de su derecho a la defensa y al debido proceso. El accionante cumplió con 
interponer su demanda, de acuerdo al artículo 42° del Código Procesal 
Constitucional, el cual, establece como requisitos mínimos, los siguientes: 
 
a. La designación del Juez ante quien se interpone. De la demanda se 
desprende que Juez ante el cual se interpuso es el Especializado en lo Civil 
de Callao. 
 
b. El nombre, identidad y domicilio procesal del demandante. Es el señor 
Jorge Ezequiel Rodríguez Paredes, el cual señalo su domicilio procesal. 
 
c. El nombre y domicilio del demandado, sin perjuicio de lo previsto en 
el artículo 7 del presente Código. Señala que el domicilio del demandado 
se encuentra en Jr. Supe N° 521 Santa Marina Sur-Callao 
 
d. La relación numerada de los hechos que hayan producido, o estén en 
vías de producir la agresión del derecho constitucional. En la demanda 
presentada por el accionante a partir del punto I señala los hechos que son 
materias de la presente demanda.  
 
e. Los derechos que se consideran violados o amenazados. En este 
punto señala que se ha violado el derecho a la defensa y al debido 
proceso. 
 
f. El petitorio, que comprende la determinación clara y concreta de lo 
que se pide. El demandante solicita que se reponga al estado anterior de 
la cosas antes de la violación de derechos constitucionales afectados. 
 
g. La firma del demandante. En este punto se encuentra la demanda 
firmada por el representante legal del recurrente. 
 
En relación a estos presupuestos para interponer la demanda en vía de 
acción de amparo, considero que la demanda se ajusta a lo establecido por 
el orden normativo, debido a que se puede apreciar en el presente expediente 
que el accionante no incurrió en error alguno en cuanto a los requisitos 
formales para interponer la demanda. 
 
2. Admisión de la demanda 
 
Con la admisión de la demanda se da inicio al proceso. Sin embargo, una 
demanda dará inicio a un proceso que sólo cumpla los presupuestos y 
condiciones que exige la ley, a ser calificados por el juez. Por ende la 
admisión de la demanda manifiesta que el recurrente ha cumplido con todos 
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los requisitos de procedibilidad, tal como, se aprecia en la demanda del 
presente expediente 
 
Siguiendo este mismo orden de ideas, teniendo en cuenta lo estipulado por el 
orden normativo procesal constitucional, específicamente el artículo II del 
Título Preliminar de la Ley 28237, el Segundo Juzgado Especializado en lo 
Civil de Callao,  a través de Resolución N° 1 admitió la demanda de 
proceso de amparo interpuesta por Jorge Ezequiel Rodríguez Paredes en 
contra de la Municipalidad Provincial del Callao corriendo traslado a la parte 
emplazada por el plazo de 05 días a fin de que ejerza su derecho de 
defensa. 
 
3. Contestación de la demanda y excepción  
 
Notificada con la admisión de la demanda, la Municipalidad Provincial del 
Callao representada a través de su Procurador Público Adjunto Municipal con 
fecha 1 de enero de 2007, la demandada se apersonó a instancia a efectos 
de:  
 
Deducir  excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa 
 
Deducir excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa, en base 
de que de acuerdo al inciso 5 del artículo 446° del Código Procesal Civil, 
contempla esta excepción en el caso de que se inicie un proceso 
contencioso sin previamente haber agotado el procedimiento 
administrativo. Por cuanto señalan que el demandante no agoto el 
procedimiento administrativo, en razón, de que pudo impugnar la 
resolución que lo obligaba a demoler el cerco perimétrico. Siguiendo este 
mismo orden de ideas de acuerdo a la doctrina “cuando una persona 
interpone una excepción en realidad lo que está haciendo es denunciar que 
en el proceso no existe o existe, pero de manera defectuosa un presupuesto 
procesal o que no existe o existe, pero de manera defectuosa una condición 
de la acción”11. En relación a lo estipulado por la doctrina, considero que la 
demandada si cumplió con los requisitos formales establecidos para 
interponer la excepción de falta de agotamiento de vía administrativa, 
pero carece de sustentación jurídica y fáctica valida debido a que de la 
resolución que declara que no ha lugar la suspensión de la ejecución de la 
demolición solicitada por el recurrente, se desprende que le concede la 
oportunidad al recurrente de formular su pedido ante la autoridad judicial 
correspondiente. 
 
A través de Resolución N° 2, el Segundo Juzgado Especializado en lo Civil 
del Callao, considerando lo estipulado por el inciso b del artículo 25° numeral 
2 de la Ley 27585 en a las excepciones y defensas previas, considera que la 
demandada ha cumplido con los requisitos formales, por ende, se dio por 
deducida la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa y  
confirió el traslado de la misma al demandante a efectos de absolución. 
                                                             
11 MONROY GÁLVEZ, J., “Las excepciones en el código Procesal Civil Peruano”, En: Revista Themis, 
N° 27-28, Lima, 1994, pág. 125.  
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Consideró que la resolución emitida en cuanto a la excepción de la falta de 
agotamiento de vía administrativa, se ajusta a lo estipulado por el orden 
normativo procesal, en cuanto la demandada cumplió con los requisitos 
formales para presentarla 
 
Respecto a la excepción formulada por la demandada. El recurrente cumple 
con absolver esta con fecha 18 de marzo de 2009, señalando principalmente 
que la Gerencia de Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del 
Callao, a través de la Resolución N° 4, le concedió como única vía posible 
recurrir ante la autoridad judicial correspondiente para formular su pedido, de 
acuerdo a lo mencionado considero que de manera implícita la demandada a 
través de la resolución N° 4 dio por finalizado que el demandante pueda 
ejercer su derecho de defensa en vía administrativa. 
 
A través de resolución N° 5, el Segundo Juzgado Especializado en lo Civil del 
Callao, resolvió por declarar infundada la excepción de falta de 
agotamiento de la vía administrativa, considerando que el recurrente 
interpuso de acción de amparo por violación del derecho de defensa y al 
debido proceso, y lo establecido a través del artículo 46° inciso 2 del Código 
Procesal Constitucional, el cual, señala que no será exigible el agotamiento 
de las vías previas si por el agotamiento de la vía previa la agresión pudiera 
convertirse en irreparable, por ende señala que el Juez debe dar preferencia 
al reclamo interpuesto por el demandante. Coincido en lo señalado por el 
juzgado en razón de que se debe optar por resolver la demanda interpuesta 
por el demandante, pero añado que la excepción presentada por la 
demandada carece de sentido lógico debido a que ellos mismos señalaron al 
demandante poder recurrir a instancias judiciales con la finalidad de poder 
formular su reclamo. Siguiendo este mismo orden de ideas considero que la 
resolución emitida por la Gerencia de Ejecución Coactiva de la Municipalidad 
Provincial del Callao, como un acto administrativa el cual dio  por agotada la 
vía administrativa. 
 
No conforme, con lo resuelto la demandada interpuso recurso de apelación 
contra la resolución N° 5, la cual, declaró infundada la excepción 
presentada por ella, Entre los principales argumentos del recurso de 
apelación interpuesto por la demandada, tenemos los siguientes: que la 
irreparabilidad no es aplicable a la presente caso considerando que la 
demanda de amparo fue interpuesta después de 26 días de notificada la 
resolución administrativa y luego de este periodo transcurrido no puede 
considerarse que la tutela jurisdiccional fuese realmente urgente; asimismo 
menciona la importancia del agotamiento de vía previa como un  presupuesto 
de procedibilidad del amparo. 
 
Considero el recurso de apelación presentado por la demandada cumplió con  
lo estipulado por el inciso 2 del artículo 365 del Código Procesal Civil, en 
concordancia con los artículos 367°, 376° inciso y 377° de la referida norma, 
en razón de que esta no presenta errores formales, ni materiales 
 
La cual fue concedida por el Primer Juzgado Especializado en lo Civil del 
Callao de la Corte Superior de Justicia del Callao, sin efecto suspensivo y sin 
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la calidad de diferida, contra la Resolución N° 5 de fecha 16 de octubre de 
2009, en base de que este recurso había cumplido con los presupuestos 
formales establecidos por la normativa procesal. En consecuencia, considero 
que el recurso de apelación presentado por la demandada fue aceptado en 
razón del principio de doble instancia, por tanto, estoy de acuerdo con la 
aceptación del recurso de apelación. 
 
A través de la resolución de vista el Primer Juzgado Especializado en lo Civil 
del Callao de la Corte Superior de Justicia del Callao, con fecha 9 de junio, 
confirmó el auto contenido en la resolución N° 5 que declaró infundado la 
excepción de falta de agotamiento de vía administrativa, señalando entre 
sus principales argumentos, lo siguiente: 
 
- Que, el proceso de amparo constituye un mecanismo procesal de tutela de 
urgencia y satisfactiva. 
- Que, la finalidad de los procesos constitucionales consiste en proteger los 
derechos constitucionales reponiendo losas cosas al estado anterior a la 
violación o amenaza de violación de un derecho constitucional. 
- Que, la apelación tiene por objeto la revisión de lo suelto por el inferior 
jerárquico, con el propósito de que se pronuncia sobre el tema de fondo o 
forma. 
- Que, las excepciones constituyen mecanismos de defensa procesal que 
pretenden enervar la pretensión interpuesta. 
- Que, la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa, implica 
que el Juez Constitucional no podrá intervenir sino después de que se haya 
la vía previa regulada. 
- Que, el obligado solicito la suspensión del procedimiento coactivo, el cual 
fue denegado por el Ejecutor Coactivo, con lo cual concluye su actuación, 
de esta forma dejando a salvo el derecho del demandante. 
 
Me encuentro de acuerdo con esta resolución emitida por el Primer Juzgado 
Especializado en lo Civil del Callao de la Corte Superior de Justicia del Callao, 
en razón de que tomó en cuenta lo que había señalado la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao a través de la 
resolución N° 4, la cual se configura como un acto administrativo y que a 
razón del contenido en esta se desprende que se da por finalizada la vía 
previa. 
 
4. Contestación de la demanda 
 
La contestación de la demanda, es el medio a través del cual el demandado 
hace uso de su derecho de defensa y contradicción, es decir, a través de ella 
podrá negar y contradecir cada uno de los puntos expuestos en la demanda.  
 
Dicho esto, la demandada se apersonó a efectos de que se declare 
improcedente la demanda de amparo; en razón de que se le sigue al 
demandante un procedimiento coactivo por haber construido sin licencia rejas 
en la vía pública y que aún no se han agotado las vías previas reguladas para 
recurrir a un proceso de amparo.  
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La demandada cumple con los requisitos establecidos para la contestación de 
la demandada, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 42° del Código 
Procesal Constitucional. Por ende este punto no merece mayor atención. 
 
Por tanto a través de la resolución N° 2 del Segundo Juzgado Especializado 
en lo Civil del Callao, considero que se tenga por contestada la demanda, 
sin embargo este pronunciamiento incurrió en un error en la parte expositiva, 
debido a que toma en cuenta los alcances de la norma contenciosa 
administrativa más no del proceso de amparo. 
 
En este mismo sentido a través de resolución N° 3, se corrigió este error y se 
declaró la nulidad de la parte expositiva de la resolución N° 2, reponiendo el 
proceso al estado en que se cometió el vicio, convalidado la contestación de 
la demanda efectuada por la emplazada. Mediante esta resolución se pudo 
corregir el error que se había cometido previamente, en concordancia con el 
artículo 171 del Código Procesal Civil. 
 
5. Sentencia de Primera Instancia 
 
Con fecha 13 de abril de 2013 el Segundo Juzgado Especializado en lo Civil 
del Callao, expidió sentencia declarando: fundada la demanda de amparo 
y ordena que la demandada proceda a la notificación del inicio del proceso 
coactivo al demandante en su domicilio, con las copias pertinentes sin 
condena de costos y costas del proceso. Basa su decisión en que es 
procedente la pretensión del presente proceso en razón de que el 
demandante alega la flagrante violación a su derecho de defensa y al debido 
proceso, a la vez fundamenta esta decisión con lo estipulado por el artículo 
139 numerales 4 y 14 de la Constitución Política del Perú y los numerales 1, 
16 y 25  del artículo 37° del Código Procesal Constitucional, asimismo con 
jurisprudencia vinculante de la procedibilidad de las demanda de amparo y el 
debido proceso. 
 
Considero que la sentencia, en cuanto se refirió a la jurisprudencia vinculante 
específicamente a la referida del amparo laboral, no era aplicable al caso, 
generando de esta forma una incongruencia procesal, al adolecer de vicios en 
el contenido y la estructura interna. 
 
6. Recurso de Apelación 
 
La demandada interpuso recurso de apelación contra la resolución del 
Juzgado Civil que resuelve declarar fundada la demanda de amparo 
interpuesta por el recurrente arguyendo que dicha resolución no se ajusta al 
derecho positivo; que la vía idónea para el trámite judicial solicitado por el 
demandante se trata del proceso de revisión judicial y que la vía del 
amparo no resulta idónea para para la temática propuesta por el demandante; 
y, que se ha vulnerado la garantía constitucional de la motivación de la 
resoluciones-sentencias. 
 
A través de Resolución N° 11, fue concedido el recurso de apelación con 
efecto suspensivo, con fecha 17 de mayo del 2011 por el Segundo Juzgado 
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Especializado en lo Civil del Callao. 
 
En relación con lo dicho, el artículo 35° del Código Procesal Constitucional 
señala que sólo es apelable la resolución que pone fin a la instancia. 
Asimismo, el artículo 36° del mismo cuerpo normativo refiere que interpuesta 
la apelación el Juez elevará en el día los autos al Superior, quien resolverá el 
proceso en el plazo de cinco días bajo responsabilidad. 
 
 
7. Sentencia de Segunda Instancia 
 
Con fecha 13 de setiembre del 2011, la Primera Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia del Callao expidió su sentencia en la que sentenció: 
revocando la resolución del A Quo que declaró fundada la demanda de 
amparo interpuesta por Jorge Ezequiel Rodríguez Paredes y reformando la 
sentencia de primera instancia, declaro improcedente la demanda. 
 
En ese sentido, el órgano jurisdiccional de segunda instancia consideró que la 
sentencia contenida en la Resolución N° 10, que resuelve declarar fundada la 
demanda, sustentándose en fundamento sétimo del precedente constitucional  
dispuesto en la Sentencia del Tribunal Constitucional N° 0296-200-PA/TC, 
que está referido al amparo laboral resulta impertinente para la controversia y 
demuestra poco cuidado en el ejercicio de las funciones del juzgador. Y que 
efectivamente la controversia planteada debe ser dilucidada a través del 
proceso de revisión judicial del procedimiento ejecución coactiva, debido a 
que el proceso amparo es de naturaleza excepcional y que la revisión judicial 
constituye la vía idónea para tutelar al afectado frente a aun actuación ilegal 
del ejecutor coactivo. 
 
8. Recurso de Agravio Constitucional 
 
El accionante considera que la declaración de improcedencia de su demanda 
la deja en desamparo contra la vulneración que ha sufrido en su derecho a la 
defensa y al debido proceso, debido a que la Sala no se pronuncia sobre el 
fondo del asunto. Es por eso que, con fecha 01 de diciembre del 2011, 
interpuso Recurso de Agravio Constitucional solicitando un pronunciamiento 
de fondo al Tribunal Constitucional en función de sus atribuciones. 
 
9. Sentencia del Tribunal Constitucional 
 
Elevados los autos, el Tribunal Constitucional procedió a analizar lo actuado 
emitiendo su resolución el 5 de junio del 2012, en la que declaró: 
Improcedente la demanda, en razón, de que el recurrente está facultado 
para solicitar la revisión judicial de dicho procedimiento, vía el proceso 
contencioso administrativo, por cuanto, resulta ser la vía procedimental 
específica y resulta ser igualmente satisfactoria. 
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XI. OPINIÓN ANALÍTICA DEL TRATAMIENTO DE ASUNTO SUBMATERIA 
 
 
En el caso sub examine me encuentro conforme con la sentencia de Primera 
Instancia que declara fundada la demanda pues considero que se ha vulnerado 
el derecho de defensa y al debido proceso. Fundamento mi posición en los 
siguientes argumentos: 
 
Sobre el proceso de amparo 
 
El proceso de amparo, es aquel mecanismo procesal de tutela de urgencia y 
satisfactoria, cuyos efectos es dejar sin efecto, algún hecho, omisión o amenaza, 
inminente y directa contra el ejercicio de un derecho constitucional. Por tanto, 
considero que es procedente en el presente caso debido a que existe una 
flagrante violación al derecho de defensa y al debido proceso del demandante, en 
consecuencia, del proceso coactivo instaurada por la demandada.  
 
Sobre el derecho de defensa 
 
De acuerdo a lo establecido por la jurisprudencia emitida por el Tribunal 
Constitucional: 
 
El derecho de defensa en el ámbito del procedimiento administrativo de sanción 
se estatuye como una garantía para la defensa de los derechos que pueden ser 
afectados con el ejercicio de las potestades sancionatorias de la administración. 
En ese sentido, garantiza entre otras cosas, que una persona sometida a una 
investigación, sea esta de orden jurisdiccional o administrativa, y donde se 
encuentren en discusión derechos e intereses suyos, tenga la oportunidad de 
contradecir y argumentar en defensa de tales derechos e intereses, para cuyo 
efecto se le debe comunicar, previamente y por escrito, los cargos imputados, 
acompañando el correspondiente sustento probatorio, y otorgarle un plazo 
prudencial a efectos de que – mediante la expresión de los descargos 
correspondientes– pueda ejercer cabalmente su legítimo derecho de defensa. 12 
 
En relación a lo establecido, por la jurisprudencia, evidentemente se vulneró el 
derecho al defensa del demandante en el sentido, de que se le impidió impugnar 
resoluciones anteriores, debido a que no le fueron notificadas, por ende no pudo 
argumentar ni contradecir los derechos e intereses en controversia. Siguiendo 
este mismo orden de ideas, tampoco se le comunicó por escrito del inicio del 
procedimiento de ejecución coactiva, que habían iniciado en su contra. 
 
Sobre el debido proceso 
 
El debido proceso, es entendido como el conjunto de garantías procesales que 
protegen al individuo sometido a un proceso judicial, dentro del debido proceso se 
encuentra el derecho de defensa, por eso considero que de igual manera que 
                                                             
12 Resolución emitida por el Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 5514-2005-PA/TC, 
del 13 de marzo del 2007 
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vulneraron este derecho al recurrente, se violó su derecho al debido proceso, en 
razón, de que se inició un proceso de ejecución coactiva sin notificar al 
demandante. 
 
Lo que originó que al momento de que le notifican de la demolición del cerco 
perimétrico, el demandante se encuentra sorprendido con tal notificación en razón 
de que no se le había informado del proceso iniciado en su contra; evidentemente 
esto constituye una gran desigualdad entre las partes. 
 
Sobre el agotamiento de la vía administrativa 
 
Al respecto, nuestra legislación señala como requisito de la procedencia del 
recurso de procedencia, que se hayan agotado las vías previas, en este sentido 
de la propia resolución emitida por la Gerencia de Ejecución Coactiva de la 
Municipalidad Provincial del Callao, se desprende que le otorga la potestad al 
demandante de poder ejercer la formulación de su pedido ante autoridad judicial. 
 
Por ende, ante lo señalado por la resolución, el recurrente interpone demanda de 
amparo, considerando que el acto administrativo realizado por dicha entidad, se 
constituye como aquel acto que pone fin a que él puede reclamar sus derechos 
ante la vía administrativa. 
 
Sumado a esto, considero que no existe otra vía idónea, por el cual, el recurrente 
haya podido acudir en razón de que era manifestó de que la Gerencia de 
Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial del Callao, le haya permitido 
ejercer su derecho de defensa. Por tanto, como a modo de recorderis, lo que 
busca el amparo es el restablecimiento de la situación afectada antes de que se 
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